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Panel integrado por su presidente, el juez Figueroa Cabán, y 

las juezas Birriel Cardona y Nieves Figueroa. 
 

Birriel Cardona, Jueza Ponente  
 

R ES O L UC I ÓN  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de septiembre de 2018. 

 Comparece ante nosotros por derecho propio el señor 

Orlando David Droz (en adelante “señor Droz”), quien se 

encuentra confinado bajo la custodia del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación. Solicita la revisión de la 

Resolución y Sentencia emitida el 3 de abril de 2018 por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Mayagüez (en 

adelante “TPI”).  

 Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

denegamos la expedición del auto solicitado.  

-I- 

 Surge del expediente ante nuestra consideración que 

los hechos e incidentes esenciales para disponer del recurso 

son los siguientes.  

 Por hechos acaecidos el 16 de mayo de 2016, el señor 

Orlando David Droz (el peticionario) fue acusado por violar 
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el Artículo 2.8 de la Ley Núm. 54 sobre Prevención e 

Intervención con la Violencia Doméstica. Como resultado de 

una alegación preacordada, el 22 de noviembre de 2017, el 

Ministerio Público reclasificó el delito imputado por un 

Artículo 3.1 de la misma Ley. En vista de dicho preacuerdo, 

el peticionario se declara culpable bajo el Artículo 3.1. En 

consecuencia, el Tribunal de Primera Instancia dicta, el 21 de 

junio de 2017, una Resolución en la cual le impone al 

peticionario una pena de 12 a 36 meses en libertad a prueba, 

según dispone el Artículo 3.6 de la Ley 54.  

 Cuatro meses más tarde, el 26 de octubre de 2017, el 

peticionario incurre en nuevos delitos, por los cuales fue 

sentenciado a seis meses y un día de reclusión. La comisión 

de dichos delitos inicia el proceso para revocar la libertad a 

prueba del peticionario. Así las cosas, el 3 de abril de 2018 

se celebra la vista final de revocación, a la cual comparece el 

peticionario acompañado de su representante legal, el     

Lcdo. Víctor M. Souffront. Allí, el peticionario se allana a la 

revocación de la libertad a prueba, razón por la cual el 

Tribunal dicta una Resolución y Sentencia donde le 

impone una pena de 21 meses de cárcel, además de 

ordenarle a la Administración de Corrección que 

hiciera las correspondientes bonificaciones.  

 El 12 de abril de 2018, el peticionario presenta ante el 

TPI un escrito con el título de Moción. En el mismo, le solicita 

al Tribunal que le permita cumplir con la pena impuesta 

mediante un mecanismo distinto a la reclusión en una 
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institución correccional. Asimismo, sugiere que se le conceda 

la oportunidad de cumplir la pena bajo un programa de 

desvío. El 17 de abril de 2018, con notificación el 24 de abril 

de 2018, el TPI emite una Resolución declarando No Ha Lugar 

la solicitud del peticionario.  Luego de ello, el peticionario 

presentó solicitudes adicionales al TPI, las cuales fueron 

declaradas No Ha Lugar.   

 Inconforme, el 29 de mayo de 2018, el peticionario 

presenta un escrito ante este Tribunal Apelativo y, 

esencialmente, solicita que se consideren posibles 

alternativas u opciones para cumplir con su sentencia que no 

impliquen estar recluido en una Institución Correccional. 

Cabe destacar que el escrito no contiene señalamientos de 

error, además de que incumple con varios requisitos 

dispuestos en el Reglamento del Tribunal de Apelaciones.  

-II- 

-A- 

 El auto de certiorari es el recurso procesal 

extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido por 

un tribunal inferior. García v. Padró, 165 DPR 324, 334 

(2005). Distinto al recurso de apelación, el tribunal de 

superior jerarquía tiene la facultad de expedir el auto de 

certiorari de manera discrecional, por tratarse de ordinario 

de asuntos interlocutorios. No obstante, nuestra discreción 

debe ejercerse de manera razonable procurando 

siempre lograr una solución justiciera. Torres Martínez 
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v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008) (Énfasis 

nuestro).  

 Los criterios que debemos considerar al atender una 

solicitud de expedición de un auto de certiorari, se 

encuentran en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones.  Esta dispone:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa:  

 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 

B. Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del problema. 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 
error craso y manifiesto en la apreciación de la 

prueba por el Tribunal de Primera Instancia. 

 D. Si el asunto planteado exige consideración 
más detenida a la luz de los autos originales, los 

cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 
elaborados.  

E. Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 
consideración.  

F. Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación indeseable en la 

solución final del litigio. 

G. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa  evita un fracaso de la justicia.      

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40  

-III-  

 Considerado el Derecho antes expuesto y los criterios 

establecidos en la Regla 40 de este Tribunal para la 

expedición del auto de certiorari, denegamos la expedición 

del recurso. La determinación del TPI en el caso de autos no 
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constituye un abuso de discreción o error en la aplicación de 

la norma procesal vigente que justifique esta intervención.    

A tal efecto, no habremos de intervenir con el manejo del 

caso por parte del foro sentenciador y sostendremos su 

determinación.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal.   

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


